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religiosos variopintos: desde la Concapa (la aso-
ciación de padres y madres católicos), las patro-
nales de la educación privada y concertada CECE 
(fundada por Ángel Martínez Fuertes, un alto car-
go del franquismo) y Escuelas Católicas (el brazo 
de la Iglesia en la educación), o portavoces como 
Gema María Carballo López, dos veces candida-
ta de la Falange.

Si todas las acusaciones que la derecha hace 
sobre esta ley fueran ciertas, sería un gran moti-
vo de celebración. Lamentablemente, nada más 
lejos de la realidad. Esta ley deja los puntos cla-
ve del sistema educativo tal y como estaban, y no 
reconoce ninguna de las reivindicaciones fun-
damentales que desde el Sindicato de Estudian-
tes hemos defendido sin descanso en las calles.

1 - El negocio de la privada-concertada 
continúa a buen recaudo.

El ruido organizado en torno a la LOMLOE ha 
colocado a la escuela concertada en el foco del de-
bate, pero las mentiras con las que ha bombar-
deado la derecha no consiguen ocultar que esta 
ley seguirá consintiendo la escandalosa financia-
ción de la que disfruta a costa del erario público.

En los últimos años, los recursos públicos de-
dicados a la concertada y a subvenciones direc-
tas a la educación privada ha crecido a un ritmo 
mucho mayor que el gasto en la red pública. En 
2018, el gasto público total de las CCAA y el Esta-
do en educación ascendió a 50.800 millones, por 
detrás de lo que se gastaba en 2009, 53.374 millo-
nes. Mientras tanto, el dinero público dedicado 
a la concertada y a la privada bate récords desde 
2014, sobrepasando desde 2016 los 6.000 millo-
nes anuales.

Según cifras del propio Ministerio de Educa-
ción, desde 2007 a 2017 la escuela concertada ha 
ganado un 25% de financiación y la pública se que-
da atrás con un miserable 1,4%, que en términos 
reales descontando la inflación y el incremento 
de la población escolar significa un tajo presu-
puestario de enormes dimensiones.

Algunas Comunidades Autónomas muestran 
el nivel intolerable que se ha alcanzado en el pro-
ceso de privatización de la educación. Según da-
tos de 2017, la Comunidad Autónoma Vasca dedi-

caba el 23,9% de todo el presupuesto educativo a 
los conciertos, la Comunidad de Madrid el 19,7%, 
la Comunidad Foral de Navarra el 19,5% y Cata-
lunya el 18,2%. De esta manera, en la CAV la edu-
cación concertada representa el ¡¡48,1% del total!!

Por si no fuera suficiente, a pesar de todos los 
recursos públicos que reciben más del 96% de los 
centros concertados cobran cuotas obligatorias, 
e ilegales, que rondan los 159 euros de media.

La ley Celaá mantiene este estado de cosas in-
tacto, y tampoco es cierto que ponga fin a los con-
ciertos de los centros escolares que segregan por 
sexo. Tal como señala el texto de la ley, se “prio-
rizará en las subvenciones” a los que apliquen el 
principio de coeducación y no separen al alumna-
do por su género o su orientación sexual, es decir, 
que los que segreguen también tendrán derecho a 
ellas y no quedan excluidos de ninguna manera.

Lo cierto es que el Gobierno PSOE-UP deja in-
tacto el negocio de la educación concertada y pri-
vada y da luz verde a las CCAA para que puedan 
legislar a su favor tal como vienen haciendo los 
Gobiernos del PP y del PSOE desde hace muchos 
años. Un negocio que también se protege desde 
la justicia, tal como ha hecho recientemente el 
Tribunal Supremo en una sentencia abominable 
en la que dictamina que la renovación de los con-
ciertos es automática en todas las etapas educa-
tivas si se cumplen los requisitos que determina-
ron la aprobación del mismo. A su vez, el Tribunal 
Constitucional dictaminó en 2018 que segregar 
por sexo “no es discriminatorio” y es “respetuo-
so con la Constitución”, a lo que se agarrarán las 
escuelas del OPUS y de los Legionarios de Cristo 
para seguir recibiendo el maná público.

Las únicas novedades sobre el fabuloso nego-
cio de la educación concertada privada, al menos 
sobre el papel, es que se elimina “la demanda so-
cial” para la creación de plazas concertadas que 
recogía la LOMCE, sustituyéndolo por una redac-
ción que es completamente continuista: “la pro-
gramación de la red de centros debe asegurar la 
existencia de plazas públicas en todas las áreas de 
influencia”. Respecto a que no se ceda más suelo 
público para la construcción de centros privados, 
es una declaración de intenciones que, como la ex-
periencia ha demostrado, es soslayada mediante 
múltiples mecanismos administrativos y legales.

La LOMLOE ha sido finalmente aprobada en 
el parlamento el jueves 19 de noviembre con la 
oposición estruendosa de la derecha. Puestos en 
pie, los diputados del PP, de Vox y de Ciudada-
nos montaron una escandalera al grito de ¡liber-
tad y libertad! La misma derecha que apoyó la ley 
Wert, la vuelta a las reválidas franquistas y arra-
só la enseñanza pública con recortes sangrantes 
mientras incrementaban obscenamente las sub-
venciones multimillonarias a la privada y concer-
tada, ahora pone el grito en el cielo.

Que la derecha y la Iglesia católica —que si-
gue disfrutando de un enorme poder en la ense-
ñanza— hayan mantenido esta posición tan vi-
rulenta, ha permitido al Gobierno sacar pecho y 
presentar la ley Celaá como un gran avance. Sin 
embargo, desde el Sindicato de Estudiantes de-
cimos con rotundidad que esta nueva ley no ser-
virá para poner fin a los recortes ni rescatará a la 
enseñanza pública de la situación catastrófica en 
que se encuentra.

Siendo conscientes de la posición que ocupa-
mos en la comunidad educativa, habiendo encabe-

zado movilizaciones masivas en los últimos años 
enfrentándonos a las contrarreformas educativas 
del PP, igual que hicimos en el curso de 1986/87 
cuando derrotamos al Gobierno de Felipe Gonzá-
lez y logramos la gratuidad de la enseñanza se-
cundaria y las becas de universidad para las fami-
lias trabajadoras, no nos conformamos sólo con 
echar atrás la LOMCE, queremos una ley educa-
tiva que garantice el derecho a la educación pú-
blica para los jóvenes de las familias trabajadoras. 
Y esta ley dista mucho de cumplir con este obje-
tivo irrenunciable.

Decimos alto y claro al Gobierno del PSOE-UP 
que no repita los errores del pasado, que aprue-
be un plan de rescate urgente a la escuela públi-
ca, garantizando su gratuidad y calidad, y acabe 
de una vez por todas con el chorro de dinero pú-
blico a la privada y concertada, y a los privilegios 
de la Iglesia Católica conseguidos bajo la dicta-
dura franquista.

Las mentiras de la derecha

El circo mediático de la derecha no puede ocul-
tar su descarada hipocresía, ni el hecho de que 
sus intenciones no son las de defender la libertad 
sino los privilegios de una minoría elitista que se 
enriquece con el negocio educativo y las subven-
ciones públicas.

Detrás de la histeria manifestada por platafor-
mas como Más Plurales, se esconden organizacio-
nes reaccionarias y elementos ultraderechistas y 
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2 - Los privilegios de la Iglesia católica siguen 
siendo intocables

La Iglesia Católica sigue ejerciendo un control 
absoluto dentro de la educación concertada. Se-
gún la secretaria de Enseñanza Privada de UGT, 
alrededor del 75-80% de los centros de esta natu-
raleza son centros católicos, y es la patronal re-
ligiosa la que se embolsa las jugosas subvencio-
nes públicas.

La LOMLOE deja intacto el poder de la Iglesia 
no solo en la privada concertada, también en la 
pública. La Conferencia Episcopal sigue con un 
privilegio que le concedió la dictadura por los bue-
nos servicios prestados, y que ningún Gobierno 
de la democracia ha sido capaz de eliminar. Nada 
igual ocurre en Francia, Gran Bretaña, Alemania 
o los países del norte de Europa.

El Gobierno PSOE-UP mantiene la asignatura 
de religión dentro de los planes de estudio y de la 
educación pública, hincando la rodilla nuevamen-
te ante el Concordato firmado con el Vaticano en 
el año 1979. En lugar de poner punto y final a la 
presencia de la religión dentro de la educación 
pública, y garantizar la laicidad del sistema tra-
tando la religión como un asunto privado, lo que 
el Ejecutivo aprueba es volver al viejo sistema y a 
la humillación ante el poder eclesial que conlleva: 
que la asignatura de religión sea optativa y que 
su calificación no se tenga en cuenta en la nota 
media para becas o para entrar a la universidad.

Pero en el acuerdo del Estado español con el 
Vaticano se establece que los planes educativos 
“incluirán la enseñanza de la Religión Católica 
en condiciones equiparables a las demás discipli-
nas fundamentales” y eso continúa vigente. Por 
tanto, el Estado tendrá que continuar pagando 
los gastos que esta asignatura conlleva, como las 
nóminas de los profesores de religión que supo-
nen más de 100 millones de euros al año. Es de-
cir, que el dinero público seguirá financiando a 
quienes utilizan la educación no sólo para hacer 
dinero sino también para adoctrinar en su oscu-
rantismo reaccionario, anticientífico, machista, 
homófobo y tránsfobo.

3. La LOMLOE no garantiza que los 
estudiantes catalanes, vascos y gallegos 

podamos aprender nuestra lengua en 

condiciones dignas en la pública.

Después de escuchar cómo PP, Cs y Vox de-
nuncian la “supresión” del castellano como len-
gua vehicular, y que las escuelas catalanas se con-
vertirán en “fábricas de independentistas”, cual-
quiera podría pensar que las niñas y niños cata-
lanes serán obligados a olvidar el castellano o que 
las y los que viven en Andalucía, Extremadura o 
Madrid serán obligados a estudiar en catalá, eus-
kera o galego.

Sin embargo lo único que recoge la LOMLOE 
al respecto es que las administraciones garan-
tizarán el derecho de los alumnos a recibir en-
señanza en castellano y en las lenguas cooficia-
les en sus respectivos territorios, de acuerdo a la 
Constitución, los estatutos de autonomía y la nor-
mativa aplicable. Es decir, que lo único que varía 
respecto a la LOMCE es que modifica que “el cas-
tellano es la lengua vehicular de la enseñanza en 
todo el Estado”, para reconocer una realidad: que 
existen distintas lenguas oficiales. Pero en cam-
bio, en la ley no se habla en ningún momento de 
cómo garantizar que los estudiantes de los terri-
torios donde existan lenguas cooficiales puedan 
aprenderlas con garantías y recursos dentro de 
la educación pública.

No queremos una ley para que todo siga 
igual ¡Rescatar a la enseñanza pública ya con 

medios materiales y humanos!

Una vez aclaradas las mentiras de la derecha 
respecto a la concertada, la Iglesia y el castellano, 
tenemos que señalar que esta ley es completamen-
te decepcionante y una gran oportunidad perdida.

Una de las primeras cosas que llama la aten-
ción es que a pesar de aprobarse en el punto ál-
gido de la segunda ola de la Covid 19, no hace ni 
una sola mención a la pandemia ni a los efectos 
dramáticos que ha tenido en un sistema público 
ya destruido tras años de recortes de la derecha. 
Mientras era debatida en el Congreso, millones de 
estudiantes de la pública somos puestos en cua-
rentena, vemos rebrotes diarios en nuestros cen-
tros y estamos siendo privados de nuestro dere-
cho a una educación de calidad.

¿Cómo es posible que el Gobierno del PSOE-UP 
obvie la situación concreta que padece la educa-

ción pública? Una ley de tanta trascendencia no 
puede redactarse en una burbuja al margen de la 
realidad, sino que tiene que responder a las ne-
cesidades concretas del sistema educativo. Pero 
no sólo no se tiene en cuenta la situación que vi-
ven los centros educativos, aplastados por los re-
cortes y por necesidades urgentes, sino que, en 
el fondo, la LOMLOE no es más que la vuelta a la 
LOE de 2006 aprobada por Rodríguez Zapatero 
y que en su momento dio el pistoletazo de salida 
a la ola de privatizaciones y a una escasez de me-
dios sangrantes, que obviamente se agravó aún 
más con los Gobiernos de Rajoy.

Arrastramos un modelo educativo basado en la 
memorización de contenidos, currículos inabar-
cables, horas lectivas y dedicadas al estudio que 
superan cualquier jornada laboral y que han dado 
como fruto un fracaso escolar espantoso, exáme-
nes y notas finales que no reflejan nuestros co-
nocimientos, una selectividad elitista y una asig-
nación de recursos materiales y humanos inde-
cente con la que es imposible acabar con el esta-
do de coma de nuestro sistema educativo. En de-
finitiva, un sistema sin espacio para la reflexión, 
el debate ni la experimentación, donde las habili-
dades, las competencias y la atención individua-
lizada son una utopía.

La nueva ley hace numerosas referencias a la 

necesidad de adoptar un enfoque de igualdad 
de género a través de la coeducación efectiva de 
hombres y mujeres, que busca reducir el abando-
no escolar y la repetición –ahora mismo situados 
en un 17,9% y 28,7% respectivamente, las mayo-
res tasas de toda la UE–. Sin embargo, nos pre-
guntamos sinceramente qué medidas concre-
tas adoptará el Gobierno PSOE-UP para conse-
guir todo esto. Porque los objetivos hay que ma-
terializarlos: una cosa son las palabras y los artí-
culos de un papel y otra muy distinta lo que ocu-
rra en la práctica.

Esta nueva ley educativa era una gran oportu-
nidad para recoger la reivindicación que desde el 
Sindicato de Estudiantes hemos defendido me-
diante la lucha y la huelga general: incorporar en 
todas las etapas educativas una materia de edu-
cación sexual, inclusiva y en libertad, obligatoria 
y evaluable. Sólo así se puede educar en el respe-
to, la diversidad y la solidaridad y acabar con el 
machismo, la cultura de la viola incumplidos en 
cuanto a contratación del profesorado que han 
provocado ya un agujero estructural en el siste-



6 7

ma, o la masificación de nuestras aulas en unas 
circunstancias de inseguridad sanitaria y que 
alientan la propagación del virus.

Sin recursos económicos ni se acabará con la 
brecha digital, ni con el abandono y fracaso es-
colar, ni se podrán reducir las ratios, ni contra-
tar a los profesores que necesitamos. Es impo-
sible de este modo llevar a cabo ninguna medi-
da progresista de forma efectiva. La educación 
pública necesita una revolución, tanto económi-
ca como pedagógica, y es la responsabilidad del 
Gobierno “más progresista de la historia”, según 
se denominan públicamente, llevarla a cabo. ¡Y 
debe hacerlo urgentemente!

La experiencia nos enseña que la forma de 
conquistar nuevos derechos y proteger los gana-
dos es con la organización y la movilización más 
contundente. Los aspectos más positivos que la 
LOMLOE recoge, como la eliminación de las re-
válidas franquistas, los itinerarios en la ESO… los 
conquistamos anteriormente en las huelgas ge-
nerales estudiantiles que vaciaron las aulas y lle-
naron las calles, y que fueron organizadas por el 
Sindicato de Estudiantes frente a viento y marea.

El Gobierno, y especialmente los compañeros 
y compañeras de Unidas Podemos, no pueden 
seguir haciendo oídos sordos y repetir los erro-
res del pasado. La situación de la educación pú-
blica es insostenible. Ahora es cuando hay que 
demostrar que se gobierna de verdad con polí-
ticas de izquierdas, y se rompe con el legado ne-
fasto de la derecha. Solo así podremos garanti-
zar una escuela pública de calidad, laica, cientí-
fica y democrática. 

Por eso desde el Sindicato de Estudiantes exi-
gimos al Gobierno un plan de rescate urgente a 
la educación pública, con una inversión del 7% 
del PIB para luchar contra la desigualdad social y 
garantizar nuestro derecho a la educación. Este 
es el programa que necesitamos:

1. Que ningún estudiante quede atrás. Reor-
ganización de los planes de estudio para recupe-
rar los contenidos esenciales que no hemos po-
dido cursar presencialmente a causa de la crisis 
de la Covid19.

2. Para que la educación presencial llegue a to-
das y todos los estudiantes en condiciones dig-
nas y de seguridad para nuestra salud: bajada 
drástica de las ratios a 15 alumnos por aula, que 
permita mantener las distancias de seguridad, 
una atención individualizada y recuperar en el 
menor tiempo posible los contenidos que no he-
mos podido cursar. Puesta en marcha inmedia-
ta de un plan de construcción de centros educa-
tivos públicos, así como de habilitación de edifi-
cios y espacios para disponer espacios para ga-
rantizar estas medidas.

3. Profesores suficientes para cubrir todas 
las necesidades: contratación inmediata de los 
165.000 profesores que según datos de CCOO 
son necesarios para poder este curso garanti-
zando las medidas de distanciamiento (un 33% 
más). Creación de miles de puestos fijos para los 
interinos. Recontratación de todos los profeso-
res despedidos durante la crisis del coronavirus. 
Contratación por parte de la Administración del 
personal externalizado de necesidades educati-
vas (PETIS, intérpretes de lengua de signos, etc) 
con todos sus derechos laborales.

4. Establecer por ley la inmediata integración 
de las escuelas infantiles de 0 a 3 años a la red 
pública. Basta ya de mantener un negocio multi-
millonario a costa de las necesidades básicas de 
las familias. Contratación por parte del Estado 
de los miles de docentes y personal de apoyo de 
estas escuelas con todos sus derechos laborales.

5. Recuperar la titularidad pública de todos los 
servicios de comedores y limpieza en los centros 
educativos públicos. Basta ya de comida basura 
y de regalar dinero público a las grandes multi-
nacionales de estos dos sectores. Defensa de to-
dos los empleos incorporándolos a las plantillas 
públicas con todos los derechos laborales.

6. ¡Que nadie quede atrás! Elaboración de 
un plan de refuerzo intensivo con un aumen-
to radical de las plantillas que permita todos los 
desdobles y grupos del Programa de Mejora del 
Aprendizaje y Rendimiento (PMAR) que sean 
necesarios.

ción, el acoso sexista, homófobo y tránsfobo 
en nuestras aulas, y que quedan reflejados la-
mentablemente en numerosos reglamentos de 
régimen interno.

Pero no hace falta ser abogado ni jurista para 
ver que los curas y obispos, y todos aquellos que 
adoctrinan en el machismo, la homofobia, la LGT-
BIfobia… continuarán esparciendo sus ideas re-
trógradas en el sistema educativo. Por eso, para 
educar en igualdad de género y respeto a la se-
xualidad de todos los y las estudiantes, es nece-
sario romper con los privilegios de la Iglesia ca-
tólica en nuestras aulas, algo que lamentable-
mente el Gobierno no está dispuesto a hacer.

Lo mismo ocurre respecto a la educación es-
pecial. Los centros públicos ordinarios han de 
contar con todos los recursos personales y ma-
teriales para poder atender estas necesidades. 
Necesitamos más profesorado, pedagogos, psi-
cólogas, personal especializado, aulas y talleres 
adaptados, material… Pero la única manera de 
lograrlo es una vez más con una inversión inme-
diata en la educación pública. El plan del Minis-
terio de Educación para que en el plazo de 10 
años se cuente con los recursos necesarios para 
ello es otro brindis al sol que no aborda el pro-
blema que existe, además de una auténtica to-
madura de pelo, ya que sigue favoreciendo al 
negocio de la escuela privada-concertada en la 
medida en que la pública sigue desmantelada y 
sin los recursos necesarios para garantizar para 
una educación de calidad. 

El debate de la LOMLOE ha coincidido con la 
aprobación de los Presupuestos Generales del 
Estado para el año 2021, que han sido descritos 
como los PGE con “mayor inversión social públi-
ca” de la historia.

En los presupuestos que continúan vigentes 
la inversión total educativa entre CCAA y el Es-
tado es de 50.800 millones, es decir, casi 3.000 
millones de euros por debajo de lo que se dedi-
caba en 2008. El Gobierno PSOE-UP ha presen-
tado una subida global del presupuesto en edu-
cación de 2.000 millones, al que hay que sumar 
los recursos de cada CCAA, que todavía no es-
tán cerrados. Pero incluso de esos 2.000 millo-
nes, 1.803 dependen directamente de los fon-
dos europeos, y aumenta, en un 5,6%, la parti-

da presupuestaria destinada a la concertada res-
pecto al presupuesto pasado.

Lamentablemente la LOMLOE vuelve a apro-
barse sin ninguna memoria financiera, sin una 
asignación de recursos para garantizar el cum-
plimiento de los “deseos” que en ella se incluye. 
Es el método de siempre. Brindis al sol. Aunque 
uno de los objetivos de la LOMLOE sea destinar 
el 5% del PIB para educación (ahora mismo se 
encuentra en un raquítico 4,23%), la situación ca-
tastrófica que vive la escuela pública, y más tras 
la crisis de la Covid19, demanda de mucho más.

Teniendo en cuenta que se han regalado 
100.000 millones al Ibex35 durante la pande-
mia y que en los PGE lo destinado al cambio de 
modelo productivo I+D+i (del que se benefi-
ciarán fundamentalmente grandes multinacio-
nales) asciende a 23.000 millones, un aumento 
de 2.000 millones no recupera ni de lejos el di-
nero que se ha robado a la educación pública, 
y que asciende a más de 20.000 millones de eu-
ros en 10 años.

Si este Gobierno quiere cumplir con sus pro-
mesas y blindar el derecho a una enseñanza pú-
blica digna, debe invertir inmediatamente al me-
nos el 7% del PIB en educación y acabar con las 
subvenciones a la concertada y la privada.

Y esto lo decimos sin ningún ánimo de exa-
gerar, sino por lo que la propia experiencia está 
poniendo de relieve. Un ejemplo: la LOMLOE afir-
ma que es necesario “tener en cuenta el cambio 
digital que se está produciendo en nuestras so-
ciedades” y que desarrollará “la competencia di-
gital de los estudiantes de todas las etapas edu-
cativas”. La crisis de la Covid-19 ha evidenciado 
la brecha de clase que existe dentro el sistema 
educativo y que miles de estudiantes se han vis-
to en la práctica fuera del mismo por no tener 
acceso a internet o a dispositivos electrónicos. 
¿Cuál ha sido la respuesta del Ministerio enca-
bezado por la ministra Celaá para “desarrollar la 
competencia digital”? Prometió en junio entre-
gar en el primer trimestre del curso 500.000 dis-
positivos electrónicos con conexión a los cen-
tros educativos, pero no hay ni rastro de ellos ni 
se estima que lleguen a hasta el curso 2021/22.

Lo mismo podemos decir de los planes incum-



8

7. ¡Con nuestra salud no se juega! El Gobier-
no debe garantizar la provisión de mascarillas, 
guantes, geles desinfectantes, máquinas de re-
novación de aire… y todos los materiales sanita-
rios necesarios en todos los centros educativos. 
¡Fin de la externalización de los servicios de lim-
pieza de nuestros institutos y facultades!

8. ¡Hay que acabar con la brecha digital! Gra-
tuidad de la conexión a Internet y reparto masi-
vo de dispositivos digitales, así como cursos de 
formación digital gratuitos para profesorado, 
familias y alumnado. La educación debe ser un 
ariete para luchar contra la desigualdad social y 
no al contrario.

9. Plan de atención integral psicológica, peda-
gógica para todos los estudiantes, con la contra-
tación de personal suficiente para hacer frente a 
las necesidades de cada centro de estudio.

10. Supresión definitiva de la EBAU. Elimina-
ción de las notas de corte para acceder a las ca-
rreras universitarias, aumento radical de plazas 
para la universidad y FP.

11. ¡Enseñanza pública y gratuita desde infan-
til a la universidad! Ni un solo euro público a la 
patronal de la educación privada-concertada, a la 
jerarquía de la Iglesia Católica o a los centros del 
Opus Dei. Ampliación drástica y aumento de to-
das las becas, incluidas las becas comedor, y ba-
jada al 5 de la nota para acceder a ellas.

Formación Profesional

1. Que todas y todos los alumnos de FP poda-
mos realizar las prácticas íntegras que no hemos 
podido cursar debido a la crisis de la Covid19. 

2. Incorporación a la red pública de todos los 
centros de FP, convirtiendo a los profesores en 
trabajadores de la enseñanza pública y garanti-
zando la gratuidad y todas las plazas necesarias. 
Por una Formación Profesional gratuita, públi-
ca y de calidad. Fin de la brecha digital, por una 
formación de calidad con todos los recursos ma-
teriales y tecnológicos necesarios.

Universidad

1. No a la enseñanza y evaluaciones online 
como norma. La educación presencial debe es-
tar al alcance de todas y todos los estudiantes en 
condiciones dignas y de seguridad para nues-
tra salud.

2. Que ningún estudiante sea expulsado de la 
universidad. Todos los estudiantes deben obte-
ner el apto y promocionar de curso y aquellos que 
puedan acceder a los exámenes online y estén en 
condiciones de poder presentarse, puedan mejo-
rar su nota haciéndolos. Reestructuración de los 
planes de estudio para que ningún estudiante se 
vea perjudicado por la ausencia de clases presen-
ciales estos meses.

3. ¡Basta ya de castigar a los estudiantes con 
menos recursos! Eliminación de las segundas, 
terceras y cuartas matrículas.

4. Ampliación drástica del plan de becas y ba-
jada de la nota al 5 para acceder a ellas..

5. Creación de miles de plazas fijas y dignifi-
cación de las condiciones laborales para los do-
centes asociados de la universidad.

6. El plan de rescate a la educación pública 
debe incluir también a la universidad para ga-
rantizar nuestro derecho a la educación gratui-
ta y de calidad.


